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ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA  
RADICACIÓN: 2022-0542 (S.I 2023-0003-01) 
ACCIONANTE: YAMILE AMPARO MACHADO GUZMÁN 
ACCIONADOS: NUEVA EPS, COLPENSIONES y MISION EMPRESARIAL E.S.T.  S.A.S. 
VINCULADO: JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL MALAMBO 

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Se decide la impugnación a que fuere sometido el fallo de tutela del 06 de diciembre de 
2022, proferido por el JUZGADO SEGUNDO PROMISCUO MUNICIPAL DE MALAMBO, 
dentro de la acción de tutela instaurada por YAMILE AMPARO MACHADO GUZMÁN, a 
través de apoderado judicial, en contra de NUEVA EPS, COLPENSIONES y MISION 
EMPRESARIAL E.S.T.  S.A.S., por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales 
de MÍNIMO VITAL, VIDA DIGNA Y DEBIDO PROCESO.  
 

HECHOS 
 

La accionante expresa como fundamentos del libelo incoatorio los que se exponen a 
continuación: 
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PRETENSIONES 
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DE LA ACTUACIÓN 
 
La acción de tutela correspondió por reparto al JUZGADO SEGUNDO PROMISCUO 
MUNICIPAL DE MALAMBO, siendo inadmitida a través de auto del 18 de noviembre de 
2022, ordenándose requerir a la parte accionante para que subsanara las falencias 
indicadas en dicho proveído, subsanación que efectuó, siendo finalmente admitida el día 
22 del mismo mes y año; ordenándose requerir a las accionadas a fin de que rindieran 
informe detallado sobre los hechos relacionados en la solicitud de amparo y vinculándose 
al JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE MALAMBO, con el objeto de que 
presentara informe y remitiera el expediente digital de la acción de tutela con radicado 
N°08433-40-89-003-2021-00311-00.  
 
Informe JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE MALAMBO 
LUZ ESTELLA RODRIGUEZ MORÒN, en calidad de JUEZ TERCERO PROMISCUO 
MUNICIPAL DE MALAMBO, indicó que:  
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Informe MISIÓN EMPRESARIAL E.S.T. S.A.S.  
 
GIOVANNY ALBERTO CORRALES CAÑAS, actuando en calidad de representante legal 
de MISIÓN EMPRESARIAL E.S.T S.A.S., rindió informe, señalando que: 
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Informe COLPENSIONES 
 
MALKY KATRINA FERRO AHCAR, en calidad de directora de la Dirección de Acciones 
Constitucionales de la Administradora Colombiana de Pensiones-Colpensiones, rindió 
informe indicando, entre otros factores que: 
 
 

 
…  
 

 
 
 
Informe NUEVA EPS  
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MAIRA ALEJANDRA QUIÑONEZ, actuando como Apoderada Especial de la NUEVA EPS 
S.A., señaló: 
 

 
 

 
 
 

FALLO DE PRIMERA INSTANCIA 
 
El JUZGADO SEGUNDO PROMISCUO MUNICIPAL DE MALAMBO, a través de fallo 
calendado 06 de diciembre de 2022 resolvió la solicitud de amparo, ordenando conceder la 
tutela de los derechos fundamentales al MÍNIMO VITAL y VIDA DIGNA, ordenando que: 
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“…SEGUNDO: ORDENAR a NUEVA EPS para que en el término de cuarenta y ocho (48) 
contadas a partir de la notificación de esta providencia, inicie los trámites administrativos 
para el pago de las incapacidades a favor de la señora YAMILE AMPARO MACHADO 
GUZMÁN, posteriores al día 540, hasta que el estado de salud de la accionante presente 
una mejoría al punto que no se generen más incapacidades o hasta que el estado de salud 
de la actora conlleve a una pérdida de la capacidad laboral superior al 50% 
 
TERCERO: ORDENAR a COLPENSIONES para que en el término de cuarenta y ocho (48) 
contadas a partir de la notificación de esta providencia, proceda a iniciar los trámites 
administrativos para surtir la calificación de pérdida de capacidad laboral de la señora 
YAMILE AMPARO MACHADO GUZMÁN….” 
 
 

FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN 
 
Inconforme con la decisión, la parte accionada NUEVA EPS presenta impugnación en 
contra de fallo proferido en sede de primera instancia bajo los argumentos que se exponen 
así: 
 

 
 

…  
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PROBLEMA JURÍDICO 
 

De acuerdo con la situación fáctica puesta de presente en el acápite de antecedentes, 
consiste en determinar en primera medida, si es procedente el estudio del pago de 
acreencias laborales relativas a incapacidades vía acción de tutela y, de encontrarse viable 
su procedencia, se deberá establecer a quién corresponde el pago de incapacidades 
derivadas de enfermedad de origen común cuando estas superan el término de 540 días.  
 
 

NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 
 

El marco constitucional está conformado por el artículo 3, 29, 48 y 86 de la Constitución  
Política, Decreto 2591 de 1991, artículo 67 de la Ley 1753 de 2015, sentencia T-265/22, 
sentencia T-675/11 y sentencia T-144/21, entre otros.  

 
 

CONSIDERACIONES 
 
El constituyente del 1991, se preocupó por constitucionalizar no sólo una completa 
declaración de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz protección. 
 
La acción de tutela se estableció en la Constitución Política Colombiana, como un 
mecanismo residual, para aquellos casos de violación de Derechos Fundamentales en los 
cuales la persona afectada no tuviere ningún otro mecanismo para proteger su derecho, 
así se tiene por visto que la esencialidad de la Acción de Tutela es la de proteger 
estrictamente los derechos fundamentales que se vean vulnerados por la acción u omisión 
de cualquier persona. 
 
Quiere decir lo anterior que la jurisdicción constitucional, tiene entre sus fines el de velar 
por la vigencia de los derechos fundamentales de las personas creando un instrumento que 
permita resolver de manera expedita las situaciones en que las personas no disponen de 
vías judiciales, o en las que existiendo estas, no son adecuadas para evitar la vulneración 
de un derecho. Sin embargo, debe resaltarse que a ella corresponde igualmente asegurar 
que las competencias de otras jurisdicciones sean respetadas, es decir, está la de 
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señalarse a la Acción de Tutela límites precisos, de manera que se pueda armonizar el 
interés por la defensa de los derechos fundamentales con la obligación de respetar el marco 
de acción de las otras jurisdicciones establecidas. Así mismo se tiene que la Acción de 
Tutela de naturaleza protege exclusivamente los derechos constitucionales fundamentales.  
 
Dicho lo anterior, se tiene que si bien es cierto que de acuerdo con lo consagrado en el 
artículo 2 del C.P.T.S.S., modificado por el artículo 2 de la Ley 712 de 2001, en primera 
medida una controversia relativa a incapacidades debería ser dirimida por la jurisdicción 
ordinaria, específicamente en su especialidad laboral y de seguridad social, ante 
situaciones en las que los mecanismos a disposición no sean idóneos para la protección 
de los derechos presuntamente vulnerados, la tutela se torna el medio ideal para la 
protección de estos. 
 
Ahora bien, para establecer si estos mecanismos permiten la efectiva protección del 
derecho y a su vez, determinar la viabilidad de la acción constitucional, es necesario el 
estudio de los factores que rodean cada caso en concreto, tales como edad, condición física 
del accionante, entre otros, como lo ha manifestado la Corte Constitucional en sentencias 
como la T-265 de 2022, en donde señaló que “…el artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 
establece que la eficacia de un posible mecanismo ordinario de defensa debe ser apreciada 
“atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante”. Al respecto, la Corte ha 
indicado que la procedencia de la acción es evidente cuando se advierte la posible 
vulneración de los derechos fundamentales de personas que se encuentren en 
circunstancias de debilidad manifiesta en razón de su edad, su condición económica, física 
o mental. 
 
Esta corporación ha considerado que el medio de defensa judicial es idóneo cuando permite 
obtener la protección de los derechos fundamentales, y efectivo, cuando está diseñado 
para brindar una protección oportuna a los derechos amenazados o vulnerados. En este 
sentido el mecanismo apto para que el actor ponga de presente sus requerimientos sería 
la acción laboral ante la jurisdicción ordinaria; sin embargo, la Corte excepcionalmente ha 
admitido la procedencia de la acción de tutela para el requerimiento de prestaciones 
económicas en materia de salud atendiendo a que las circunstancias de las personas 
presuntamente afectadas, hace necesaria e inminente la actuación del juez constitucional. 
 
Así, para determinar la procedencia de la acción de tutela cuya finalidad es obtener el 
otorgamiento de una prestación económica en materia de salud, esta corporación ha tenido 
en cuenta circunstancias como la edad, situación económica y estado de salud del 
solicitante y de su familia, así como la afectación a sus derechos fundamentales y las 
actuaciones adelantadas para la protección de estos.” 
 
Ante lo expuesto y de acuerdo con las documentales obrantes en el plenario, no existe 
duda de las patologías padecidas por la accionante, que le impiden el ejercicio de sus 
labores, generado una serie de incapacidades recurrentes, que se han extendido por más 
de 700 días, lo que permite concluir que la condición de salud de la actora la ubica en una 
situación de debilidad manifiesta que hace necesaria la aplicación de un mecanismo como 
la acción constitucional de tutela, en aras de evitar la vulneración de los derechos 
fundamentales de la actora. 
 
En relación con el derecho a la VIDA DIGNA, se tiene que la jurisprudencia constitucional 
ha desarrollado este derecho como una vertiente del derecho fundamental a la vida, 
especificando que este no constituye el solo hecho de poder existir, sino de poder gozar de 
manera digna de esa existencia, así, se han efectuado pronunciamientos como el contenido 
en la sentencia T-675 de 2011, en la que la Corte Constitucional señaló: “…la Corte 
Constitucional, en abundante jurisprudencia ha sostenido que el derecho a la vida 
reconocido por el constituyente, no abarca únicamente la posibilidad de que el ser humano 
exista, es decir, de que se mantenga vivo de cualquier manera, sino que conlleva a que esa 
existencia deba entenderse a la luz del principio de la dignidad humana, reconocido en el 
artículo 1° de la Carta como principio fundamental e inspirador de nuestro Estado Social de 
Derecho. 
 



ADICACIÓN: 2018-00400 / S.I. 2018-00544 
ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA  
ACCIONANTE: JORGE ÁLVARO POLANCO PONTÓN 
ACCIONADO:  INSPECCIÓN SEXTA DE POLICÍA DE- MALAMBO 

 

 

Página 12 de 14 

 

 

En sentencia SU-062/99 este Tribunal, en lo pertinente, precisó que: “Al tenor de lo 
dispuesto en el artículo 1° de la Constitución Política, Colombia es un Estado social de 
derecho fundado en el respeto de la dignidad humana. La dignidad, como es sabido, 
equivale al merecimiento de un trato especial que tiene toda persona por el hecho de ser 
tal. Equivale, sin más, a la facultad que tiene toda persona de exigir de los demás  un trato 
acorde con su condición humana. De esta manera, la dignidad se erige como un derecho 
fundamental, de eficacia directa, cuyo reconocimiento general compromete el fundamento 
político del Estado colombiano”. 
 
Desarrollando los conceptos anteriores, la jurisprudencia constitucional en torno del 
derecho a la vida ha hecho énfasis en que éste no hace relación exclusivamente a la vida 
biológica, sino que abarca también las condiciones mínimas de una vida en dignidad. 
 
En cuanto al derecho al MÍNIMO VITAL, en sentencia T-144 de 2021, la Corte 
Constitucional indicó: “62. Así, desde la sentencia SU-995 de 1999, esta corporación 
reconoce el mínimo vital como un derecho fundamental ligado a la dignidad humana. En 
esa oportunidad, la Corte manifestó que «la idea de un mínimo de condiciones decorosas 
de vida (…), no va ligada sólo con una valoración numérica de las necesidades biológicas 
(…) para subsistir, sino con la apreciación material del valor de su trabajo, de las 
circunstancias propias de cada individuo, y del respeto por sus particulares condiciones de 
vida».”   
 
El derecho al DEBIDO PROCESO, consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, 
comprende el respeto de las etapas consagradas para cada actuación, judicial o 
administrativa, en que se vea inmersa una persona, por lo que se entiende como el cumulo 
de garantías con que esta cuenta al momento de efectuar sus actuaciones, la sentencia C-
341 de 2014, señala que “5.3.2. La jurisprudencia constitucional ha definido el derecho al 
debido proceso como el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a 
través de las cuales se busca la protección del individuo incurso en una actuación judicial 
o administrativa, para que durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la 
aplicación correcta de la justicia.” 
 
En lo que respecta con el pago de incapacidades superiores a 540 días por enfermedades 
de origen común, el artículo 67 de la Ley 1753 de 2015, referente a Recursos que 
administrará la entidad administradora de los recursos del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud, señala entre otros factores que: “…Estos recursos se destinarán a: 
 
a) El reconocimiento y pago a las Entidades Promotoras de Salud por el aseguramiento y 
demás prestaciones que se reconocen a los afiliados al Sistema General de Seguridad 
Social en Salud, incluido el pago de incapacidades por enfermedad de origen común que 
superen los quinientos cuarenta (540) días continuos. El Gobierno Nacional reglamentará, 
entre otras cosas, el procedimiento de revisión periódica de la incapacidad por parte de las 
EPS, el momento de calificación definitiva, y las situaciones de abuso del derecho que 
generen la suspensión del pago de esas incapacidades…”  
 
Respecto a este tema, en sentencia T-265 de 2022, la Corte Constitucional indicó que, 
“…en el escenario de aquellas personas que i) contaban con un concepto favorable de 
rehabilitación, ii) calificación de pérdida de capacidad laboral inferior al 50% y iii) 
continuaban con incapacidades superiores a los 540 días, la jurisprudencia constitucional 
había considerado un déficit de protección previo a la promulgación de la Ley 1753 de 
2015…”. Así mismo, indicó que “…la expedición de la Ley 1753 de 2015 supuso una 
solución al déficit de protección antes referido. Así, el artículo 67 de dicha normatividad 
dispuso que los recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud estarán 
destinados, entre otras cosas “[al] reconocimiento y pago a las Entidades Promotoras de 
Salud por el aseguramiento y demás prestaciones que se reconocen a los afiliados al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud, incluido el pago de incapacidades por 
enfermedad de origen común que superen los quinientos cuarenta (540) días continuos.” 
 
Incluso, hizo alusión a sentencias como la T-200 de 2017, trayendo a colación el siguiente 
esquema:  
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CASO CONCRETO 
 
En el presente caso, manifiesta la parte accionante que se presenta vulneración de sus 
derechos fundamentales al MÍNIMO VITAL, VIDA DIGNA y DEBIDO PROCESO, por parte 
de NUEVA EPS, COLPENSIONES y MISION EMPRESARIAL E.S.T.  S.A.S., en atención 
a que se ha omitido el pago de sus incapacidades generadas con posterioridad al día 540, 
debido a que existe controversia entre la EPS y la AFP a las que se encuentra afiliada, en 
relación a quien debe cancelar las incapacidades a partir del día 541. Debe precisarse que 
como se señaló previamente, en razón del estado de debilidad manifiesta en que se 
encuentra la accionante, el presente estudio se halla procedente vía acción constitucional.  
 
De acuerdo con los informes rendidos por las accionadas, se aprecia que la AFP 
COLPENSIONES, señala que la responsabilidad del pago de las incapacidades a partir del 
día 541 corresponde a NUEVA EPS, mientras que esta última precisa que se encuentra a 
cargo de COLPENSIONES por no haberse efectuado calificación de la pérdida de 
capacidad laboral, sin embargo, en atención a lo expuesto con anterioridad, la 
jurisprudencia constitucional ha sido clara en relación a que, quien debe efectuar el pago 
de incapacidades generadas con posterioridad al día 540 es la EPS, por lo que en el 
presente la llamada al pago de las incapacidades de la accionante es NUEVA EPS. En 
cuanto al argumento presentado de que no se ha efectuado calificación de perdida de 
capacidad laboral, fue contrarrestado con las comunicaciones allegadas por 
COLPENSIONES y por la misma parte accionante, en donde dan cuenta de que la señora 
YAMILE AMPARO MACHADO GUZMÁN fue calificada mediante dictamen No. 4554288 del 
30 de marzo de 2022, con un porcentaje de PCL de 40,32%, con origen común, el cual, a 
pesar de encontrarse en sede de apelación, demuestra que se ha adelantado el trámite de 
calificación, sin que la actora hubiere alcanzado un porcentaje igual o superior al 50%, 
manteniendo la generación de incapacidades, de acuerdo a las documentales obrantes.  
 
Incluso, deja ver el documento aportado por la parte accionante que NUEVA EPS tiene 
conocimiento de dicho dictamen. Teniendo en cuenta lo anterior, considera este Despacho 
que fue acertada la decisión del Juez de Primera instancia al tutelar los derechos 
fundamentales de VIDA DIGNA y MÍNIMO VITAL. Así las cosas, resulta procedente 
CONFIRMAR el fallo proferido en primera instancia por el JUZGADO SEGUNDO 
PROMISCUO MUNICIPAL DE MALAMBO adiado 06 de diciembre de 2022 dentro de la 
acción de tutela impetrada por YAMILE AMPARO MACHADO GUZMÁN en contra de 
NUEVA EPS, COLPENSIONES y MISION EMPRESARIAL E.S.T.  S.A.S. 
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EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE 
SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR 
AUTORIDAD DE LA LEY, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de primera instancia proferido el 06 de diciembre de 2022 
por el JUZGADO SEGUNDO PROMISCUO MUNICIPAL DE MALAMBO dentro de la acción 
de tutela impetrada por YAMILE AMPARO MACHADO GUZMÁN en contra de NUEVA EPS, 
COLPENSIONES y MISION EMPRESARIAL E.S.T.  S.A.S., por la presunta vulneración de 
su derecho fundamental al mínimo vital y vida digna, de conformidad con lo expuesto en la 
parte motiva de este proveído. 
 
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes, así como al señor Defensor del 
Pueblo de la Ciudad, al a quo, por el medio más expedito y eficaz. 

 
TERCERO: En su oportunidad, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional 
para su eventual revisión, según lo dispuesto en el decreto 2591 de 1.991. 

 
NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE 

PRESENTA LA PAGINA DE FIRMA DIGITAL 

 
 

 


